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RESUMEN 

Después de haber efectuado una lectura a la Resolución Final 1525-2008/CPC, de fecha 
07 de agosto de 2008, emitida por la Comisión de Protección al Consumidor, y a la 
Resolución 1731-2010/SC2-INDECOPI, de fecha 11 de agosto de 2010, expedida por la 
Sala de Defensa de la Competencia N°2, advierto que el criterio utilizado por la referida 
Sala no se ajusta a lo dispuesto en la Constitución Política del Perú en su inciso 2) del 
artículo 2, ni a lo desarrollado en reiterada jurisprudencia por el Tribunal 
Constitucional, el cual ha establecido el criterio que se debe tener en cuenta para 
determinar si nos encontramos o no frente a una discriminación. Es en virtud a dicho 
criterio, que la Sala debió desarrollar sus fundamentos para confirmar lo resuelto por 
la Comisión y llegar a determinar que en la conducta denunciada se configuró uno de 
discriminación. Esto es, corresponde determinar si la calificación que se le dio al hecho 
denunciado por el señor Augusto Barrón Velis es solo un trato diferenciado ilícito, que 
como tal, no vulneró la dignidad del denunciante, o si por el contrario el trato que 
recibió el señor Barrón  la noche del 30 de abril de 2006, fue un acto de discriminación, 
y por ende debió ser sancionado acorde a la gravedad que este implicó.  
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1. INTRODUCCION 

Con fecha 18 de octubre de 2006, el señor Augusto Barrón Velis denunció ante la 

Comisión de Protección al Consumidor 3 Sede Lima Sur, a Mamabars S.A.C., 

administradora de la discoteca Mama Batata, por haber vulnerado sus derechos como 

4consumidor, al haberle impedido ingresar a sus instalaciones de manera injustificada 

a través de actos de discriminación contra su persona.  

Efectuado el análisis por parte de la mencionada Comisión, esta resolvió declarar 

fundada la denuncia, al haber encontrado responsable a la denunciada de haber 

infringido lo dispuesto en el artículo 7B de la Ley de Protección al Consumidor, y haber 

incurrido en actos de discriminación en contra del denunciante al ejecutar una política 

de selección de clientela sin que medie causa objetiva justificada. Sin embargo, al 

haber sido apelada la referida decisión, la Sala de Defensa de la Competencia N°2, 

confirmó la denuncia, modificando los fundamentos, precisando que en el caso aludido 

se configuró una exclusión injustificada de clientela, prevista en el segundo párrafo de 

la citada norma, sin llegar al supuesto de discriminación en sentido estricto, como 

concluyó la citada Comisión.     

En el presente caso conviene analizar si el cambio de criterio por parte del órgano 

colegiado administrativo va acorde o no con la finalidad de protección al consumidor 

efectuada por el Indecopi, toda vez que dicha modificación muy bien pudo no otorgar 

la relevancia a la gravedad de la vulneración (acto de discriminación) y en vez de 

haberle dado una debida protección como consumidor al denunciante, se restringió las 

circunstancias que se podían considerar o no como actos de discriminación en materia 

de protección al consumidor.   

Lo que se pretende con el presente trabajo es dejar clara mi posición respecto a lo que 

se resolvió en ambas instancias administrativas, tomando en cuenta la jurisprudencia 

existente al  momento de la ocurrencia de los hechos y la que actualmente se viene 

manteniendo respecto al tema de discriminación. 

Finalmente, cabe mencionar que el área del derecho al que pertenece el expediente 

de mi elección corresponde a la de protección al consumidor, con matices 

constitucionales, razón por la cual elegí el mismo.      
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2. Relación de los hechos sobre los que versa la controversia 

en el expediente:  

 
2.1. Denuncia1  

Con fecha 18 de octubre de 2006, el señor Augusto Barrón Velis interpone una 

denuncia contra Mama Batata Perú Fun and Bar and Grill ante la Comisión de 

Defensa del Consumidor del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y 

de Protección de la Propiedad Intelectual 3 Indecopi, al haberse vulnerado sus 

derechos como consumidor e infringido lo previsto en el Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo 716 3 Ley de Protección al Consumidor.  

 

Como petitorio de la misma, solicita lo siguiente:  

" Se imponga una sanción administrativa ejemplar a la denunciada por 

haber establecido algún tipo de discriminación,  la que se vio reflejada 

al momento de impedirle el ingreso a su local sin motivación alguna. 

" Se ordene a la denunciada adoptar las medidas correspondientes a fin 

de evitar futuras agresiones y prácticas discriminatorias. 

" Se ordene a la denunciada que cumpla con reembolsar los gastos 

médicos en que incurrió como consecuencia de la golpiza que le 

propinaron los miembros de seguridad del local.   

" Se ordene a la denunciada cumpla con pagar los costos y costas del 

procedimiento. 

Fundamentos de hecho:  

" Con fecha 30 de abril del 2006, aproximadamente a las 02:30 am, el 

denunciante acompañado del señor Carlos Rodolfo Córdova Lostaunau 

se constituyó al local de la denunciada con la finalidad de ingresar al 

mismo, para lo cual se colocaron en la fila de ingreso; sin embargo, 

cuando les tocó el turno para ello, se les impidió el mismo pese a que si 

se dejaba ingresar a otras personas. 

" Ante dicho evento es que al tratar de ingresar al local, los miembros de 

seguridad, de forma violenta, procedieron a retirarlo del lugar sin 

explicarle razón alguna de dicha decisión. 

" Es con ocasión de dicho impedimento que el denunciante se comunicó 

con sus abogados, quienes se pusieron en contacto con el administrador 

del local a efectos de que investigue los sucesos reclamados; sin 

embargo este jamás se pronunció al respecto. 

" Producto de las lesiones ocasionadas, es que el denunciante ingresó por 

emergencia a la Clínica Ricardo Palma, donde se le diagnosticó 

                                                             
1
 Tomo 1 3 paginas 8 al 14. 
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traumatismo encéfalo craneano, conmoción cerebral, policontuso, 

otorgándole descanso médico.   

 

Fundamentos de derecho: 

" Sostiene que se debe tomar en cuenta lo previsto en el artículo 2 del 

Decreto Legislativo 716, el cual establece que la protección al 

consumidor se desarrolla en el marco del sistema de economía social de 

mercado establecido en el Capítulo I del Régimen Económico de la 

Constitución Política del Perú. 

" Manifiesta que de acuerdo al artículo 3 literal b.4 se define como 

prestadores a aquellas personas naturales o jurídicas que en forma 

habitual prestan servicios a los consumidores. 

" Asimismo, señala que el artículo 5 literal d establece que todos los 

consumidores tienen derecho a la protección de sus intereses 

económicos, mediante el trato equitativo y justo en toda transacción 

comercial y a la protección contra métodos comerciales coercitivos o 

que impliquen desinformación o información equivocada sobre los 

productos o servicios. 

"  Finalmente, agrega que corresponde la aplicación del artículo 7B de la 

Ley de Protección al Consumidor, donde se establece que: Los 

proveedores no podrán establecer discriminación alguna respecto a los 

solicitantes de los productos y servicios que los primeros ofrecen en 

locales abiertos al público. (&) Está prohibido realizar la selección de 

clientela, excluir a personas o realizar otras prácticas similares, sin que 

medien causas de seguridad del establecimiento o tranquilidad de sus 

clientes u otras razones objetivas y justificadas. 

      2.2 Absolución de la denuncia2  

Con fecha 08 de enero de 2007, Mamabars S.A.C. contestó la denuncia 

planteada en su contra sosteniendo lo siguiente: 

" Es verdad que en la fecha señalada por el señor Barrón no se le permitió 

el ingreso, pero la razón para ello se debió a que este se encontraba en 

estado de ebriedad y porque intentó ingresar de manera prepotente al 

local, faltándole el respeto a las personas que se encontraban en la cola, 

así como a los miembros de seguridad. 

" Dada la condición en que se encontraba el denunciante es que se le 

consideró como peligro potencial, y con la finalidad de salvaguardar la 

seguridad de las personas que ya se encontraban en el interior del 

                                                             
2
 Ibidem 3 páginas 42 al 66. 
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establecimiento, es que se le impidió el ingreso al local, hecho que se le 

informó al señor Barrón en ese mismo acto. 

" Ante el impedimento antes referido, es que el denunciante se tornó 

agresivo, lo que motivó que el personal de seguridad emplee la fuerza 

para repeler los ataques y golpes que ejercía el señor Barrón contra 

ellos. 

" Se debe tener en cuenta que se actuó de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 5 y 9 de la Ley de Protección al Consumidor, en donde se 

dispone que los consumidores tienen derecho a una protección eficaz 

contra un potencial peligro para la salud y su seguridad física. De la 

misma forma, que de advertirse un potencial peligro, se deberá 

informar al consumidor de dicho riesgo. 

" Es con ocasión de lo allí dispuesto, que se debe entender que el 

proceder de los miembros de seguridad se ajustó a lo dispuesto por ley, 

tanto más, si los antes aludidos actuaron en legítima defensa ante las 

agresiones físicas que efectuaba el señor Barrón; por consiguiente, 

queda claro que no se puede hablar de falta de idoneidad en el servicio. 

" Asimismo, el artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor establece 

la responsabilidad objetiva y bajo ese entendido, al proveedor se le 

impone la obligación procesal de sustentar y acreditar que no es 

responsable por la falta de idoneidad del bien colocado en mercado o 

del servicio prestado, hecho que sólo es aplicable una vez que se haya 

acreditado el defecto por parte del consumidor, tal y como se establece 

en la regla general dispuesta en el artículo 196 del Código Procesal Civil, 

de aplicación supletoria a los procedimientos administrativos.     

" Para acreditar su responsabilidad se debió probar el defecto, hecho que 

no cumplió con demostrar el señor Barrón, por lo que no está obligada a 

demostrar que un supuesto defecto no le es imputable.  

" En cuanto a la discriminación alegada por el denunciante, la misma 

Comisión mediante diversos informes de inspección pudo probar que en 

su local no se presentó discriminación de índole alguna. 

" Finalmente, sólo se impide el ingreso a su local comercial siempre y 

cuando medien causas de seguridad del establecimiento o tranquilidad 

de sus clientes u otras razones objetivas y justificadas; por lo cual, lo 

ocurrido el 30 de abril de 2006 con el señor Barrón se debió a razones 

objetivas para no dejarlo entrar.  

         2.3  Hechos  administrativos: 

" Mediante escrito de fecha 18 de octubre de 2006 el señor Barrón 

presentó una denuncia contra Mama Batata Perú Fun and Bar and Grill 

por haberlo discriminado el día 30 de abril de 2006 al no haberlo dejado 

ingresar sin justificación alguna a su local. 
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" Mediante proveído 1 de fecha 02 de noviembre de 20063 la Comisión de 

Protección al Consumidor admitió a trámite la denuncia por la presunta 

infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor. 

" Mediante escrito de fecha 08 de enero de 2007 la denunciada absolvió 

la denuncia, alegando que al no haber probado el señor Barrón la 

discriminación alegada en su contra y la falta de idoneidad en el 

servicio, esta no se encontraba obligada a demostrar los hechos que se 

le imputaron. 

" Mediante proveído de fecha 04 de abril de 20074 la Comisión de 

Protección al Consumidor amplió los supuestos de imputación hechos a 

la denunciada, y señaló que se debe admitir a trámite la denuncia en 

contra de Mamabars por la presunta infracción al artículo 7B de la Ley 

de Protección al Consumidor. 

" Mediante la Resolución 1043-2007/CPC de fecha 30 de mayo de 20075 

se declaró fundada la denuncia contra Mama Batata por la infracción al 

artículo 7B de la Ley de Protección al Consumidor, sancionándola con 

una multa de 20 UIT. 

" Mediante escrito de fecha 11 de junio de 20076, el señor Barrón apeló la 

Resolución 1043-2007/CPC alegando que la Comisión omitió 

pronunciarse respecto a su pretensión de infracción al deber de 

idoneidad. 

" Por su parte el 11 de junio de 20077 la denunciada interpuso su recurso 

de apelación contra la Resolución 1043-2007/CPC señalando que se 

afectó su derecho de defensa al no habérsele otorgado un plazo para 

cuestionar los medios probatorios que presentó el señor Barrón, y por 

no haberse valorado los que presentó en su oportunidad. 

" Mediante Resolución 2478-2007/TDC-INDECOPI de fecha 06 de 

diciembre de 20078, la Sala de Defensa de la Competencia, declaró nula 

la Resolución 1043-2007/CPC por haber afectado el debido 

procedimiento, al no haber considerado dentro de su análisis los medios 

probatorios ofrecidos por Mama Batata. 

" Por proveído 16, de fecha 25 de febrero de 2008,9 se dispuso como 

hecho imputado la presunta infracción al artículo 7B de la Ley de 

Protección al Consumidor, otorgándole un plazo de 05 días a la 

denunciada a efectos de que cumpla con presentar sus descargos. 

                                                             
3
 Ibidem 3 páginas 18 y 19. 

4
 Ibidem 3 páginas 191 y 192. 

5 Tomo 2 3 páginas 94 al 108. 
6 Ibidem 3 páginas 113 al 117. 
7 Ibidem 3 páginas 118 al 158. 
8 Tomo 3 3 páginas 158 al 165. 
9
 Ibidem 3 páginas 168y 169. 
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" Con fecha 05 de marzo de 200810 Mamabars S.A.C. presentó sus 

descargos, señalando que el denunciante manifestó haber sido 

discriminado; sin embargo, no cumplió con indicar el motivo de la 

misma, por lo que se presume que es por motivo de raza. Alega que 

dicha acusación no se ajusta a la realidad conforme se desprende de las 

fotos que presentó como medio probatorio, sino que los actos que el 

denunciante considera como un hecho de discriminación son actos de 

desigualdad de trato por razones objetivas. Asimismo, manifiesta que la 

legislación en materia de protección al consumidor recoge como 

excepción la inversión de la carga de la prueba en los supuestos de 

discriminación, por lo que al no haber logrado probar el denunciante la 

existencia de la causal subjetiva, no se le puede encontrar responsable 

de lo que se le imputa.   

" Los documentos presentados por el señor Barrón, como el parte policial 

y la historia clínica, son documentos emitidos por terceros que no 

estuvieron en el lugar y que sólo recoge el dicho del denunciante. 

También, se debe considerar el hecho que el señor Barrón no ingresó al 

local el día de los eventos, por lo que no se configuró la relación de 

consumo a efectos de hablar de idoneidad. Finalmente, en lo que 

respecta a las agresiones que alude el denunciante, al no ser materia 

que compete al Indecopi, este no puede emitir pronunciamiento al 

respecto.  

" Con proveído 17, de fecha 14 de marzo de 200811, se dispuso como 

puntos controvertidos del procedimiento: Mamabars S.A.C. habría 

incurrido en prácticas discriminatorias en perjuicio del señor Barrón Velis 

Augusto, al impedirle ingresar al establecimiento de Mama Batata y 

presuntamente agredirlo. Dicha situación podría construir una infracción 

al artículo 7b de la Ley de protección al Consumidor. El maltrato recibido 

por el señor Barrón Velis Augusto al ser presuntamente agredido por 

personal de Mama Bars S.A.C.; por lo cual podría constituir una 

infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor.; 

otorgándole un plazo de 05 días hábiles a la denunciada para que 

presente su descargo. 

" Con fecha 28 de marzo de 200812, la denunciada presentó sus descargos 

señalando que al no haber ingresado al local no se configuró la relación 

de consumo ni prestación de servicio, por lo que no corresponde aplicar 

la Ley de Protección al Consumidor; y que en lo referente a las 

agresiones señaladas por el denunciante, estas son controversias que 

deben ventilarse en un proceso penal. 

                                                             
10 Ibidem 3 páginas 172 3 177. 
11 Ibidem 3 páginas 181 al 183. 
12

 Ibidem 3 páginas 189 y 190. 
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" Mediante Resolución 1525-2008/CPC de fecha 07 de agosto de 200813, 

la Comisión de Protección al Consumidor tomó su criterio basándose en 

la no probanza de la existencia de causas objetivas y justificadas que 

tuvo la denunciada para no dejar ingresar a su local al señor Barrón 

Velis. Asimismo, dicho órgano resolutivo, consideró que los actos a los 

que fue sometido el denunciante  fueron prácticas discriminatorias, y 

como tal resultan ser graves para el interés de los consumidores; por lo 

que, la sanción a imponerse debía guardar correspondencia con el bien 

jurídico que se quiere proteger, como es la dignidad de la persona, más 

aún si dicha afectación genera un daño muy alto a la sociedad, teniendo 

en cuenta que la relación de consumo dentro de una sociedad 

constituye un factor  económico relevante y que tratos como aquellos 

impediría un desarrollo regular de la sociedad. De la misma forma, 

resolvió declarando improcedente la denuncia del señor Barrón en el 

extremo referido al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor; y 

declaró fundado el pedido del denunciante en cuanto a la infracción del 

artículo 7B de la referida ley, sancionando a la denunciada con una 

multa ascendente a 20 Unidades Impositivas Tributarias.        

" Mediante escrito de fecha 19 de agosto de 200814 la denunciada 

presentó su recurso de apelación señalando que: (i) que nos 

encontramos frente a un caso de desigualdad de trato por razones 

objetivas y no de discriminación, por lo que no se cometió infracción 

alguna; (ii) La Comisión no ha realizado una correcta evaluación de los 

medios probatorios presentados en el procedimiento, dado que no 

tomó en cuenta los indicios y pruebas como son: a) la fotografía tomada 

el día de los hechos en donde quedó demostrado que se permite el 

ingreso de manera normal a personas de diversas edades y rasgos 

raciales, b) el Informe de ocurrencia presentado por la empresa VIPS en 

relación a lo ocurrido en la fecha de los hechos, en donde se señala la 

forma agresiva que mantuvo el denunciante el aludido día, c) el informe 

de seguridad  de la empresa Eulen del Perú que presta servicio de 

seguridad al centro comercial de Larcomar, en donde se concluyó que 

no se presentaron las agresiones físicas que manifestó el señor Barrón, 

d) las actas de las reiteradas diligencias de oficio realizadas por el 

Indecopi, en donde se concluyó que no se presentó política de 

discriminación en el local, y e) la declaración del señor Jorge Salas. (iii) 

se ha infringido el debido procedimiento al no haberse considerado la 

referida declaración, la cual demuestra que el declarante fue agredido 

verbalmente por el señor Barrón, siendo testigo de la agresión al 

personal de seguridad. (iv) el señor Barrón nunca acreditó cual sería la 

razón por la que se le habría discriminado, más aún si se tiene en cuenta 

                                                             
13 Tomo 4 3 páginas 52 al 66. 
14

 Ibidem 3 páginas 69 al 77. 
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que la Comisión aceptó que se probó que no existió discriminación 

racial y quedaron descartados los otros tipos de discriminación con el 

dicho vertido en el informe oral que se realizó, donde se alegó que se  

discriminó al señor Barrón debido a su edad. (v) la Comisión no señaló el 

tipo de discriminación ni motivo de la misma; (vi) existe una 

contradicción en los argumentos de la Comisión, puesto que por un lado 

sostiene que las causales para no dejar ingresar a una persona a un local 

público es que esta se encuentre en estado etílico; sin embargo, no 

consideró las pruebas que presentó al respecto; y (vii) la Comisión 

incurre en una seria contracción al señalar que las indemnizaciones son 

de carácter civil y por ende son competencia del Poder Judicial; sin 

embargo, consideró el daño emergente como medida correctiva al 

ordenar que se reembolse al denunciante los gastos médicos. 

" Mediante Resolución 1731-2010/SC2-INDECOPI  de fecha 11 de agosto 

de 201015, la Sala de Defensa de la Competencia N°2 tomó como criterio 

el hecho de que si bien la discriminación reviste mayor gravedad por 

vulnerar no solo el derecho al acceso a productos o servicios ofertados 

en el mercado, sino que también afectó a la dignidad de las personas y 

entorpece el normal desarrollo de una vida adecuada en la sociedad; sin 

embargo, consideró que cuando el afectado solo lograse probar un trato 

desigual y el proveedor no demostrase que el hecho reprochado a 

causas objetivas y justificadas, sólo correspondía embonar el hecho 

denunciado en el tipo básico previsto en el artículo 7B de la Ley de 

Protección al Consumidor.  De la misma forma, sostiene que todo acto 

de discriminación implica mayor actuación probatoria; por lo que, 

consideró que al haberse demostrado que medió causa objetiva para 

impedir el acceso, esto sólo podía implicar una selección de clientela 

injustificada; más aún, si el denunciante no habría señalado el factor de 

discriminación de acuerdo a lo previsto en el artículo 7B de la Ley de 

Protección al Consumidor. Por los motivos antes expuestos, la Sala 

resolvió confirmar la apelada modificando sus fundamentos con la 

finalidad de establecer que la infracción que se pudo corroborar fue la 

figura de la exclusión injustificada de clientela prevista en el segundo 

párrafo del artículo 7B del Decreto Legislativo 716. Como consecuencia 

de ello, terminó por revocar el extremo de la apelada referente a la 

multa impuesta en primera instancia administrativa reduciéndola a 02 

Unidades Impositivas Tributarias.   
   

3. Identificación de los principales problemas jurídicos:  
" Determinar si los fundamentos vertidos por la Sala de Defensa de la 

Competencia N°2 al momento de analizar la infracción que se le imputó  

                                                             
15

 Ibidem - páginas 96 al 107. 
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a la denunciada (discriminación) se ajustan a lo dispuesto por la 

Constitución Política del Perú16.  

 

4. Posición del postulante:  
 

Como señalé en el punto Resumen, mi postura va orientada a demostrar que se 

vulneró la dignidad del señor Barrón tal y como lo sostuvo la Comisión de 

Protección al Consumidor. Ante ello, considero conveniente desarrollar 

brevemente algunos conceptos que ayudaran a sustentar mi posición. Para lo 

cual, iniciaré con la norma que rige nuestro ordenamiento jurídico, como es la 

Constitución de 1993. 

A diferencia de la Constitución de 197917, en la actual Constitución se advierte 

que en el Artículo 118 se señala de manera expresa a la dignidad de la persona, 

con ello, queda claro que en la actual carta magna se le otorga fuerza legal a la 

defensa de la persona humana al haberse incorporado dicho concepto en el 

texto normativo. Siendo ello así, se entiende que la defensa a la persona de la 

que allí se habla se hará efectiva si esta se reconoce que va de la mano con el 

respeto a su dignidad; en ese sentido, al hablar de su protección también se 

estaría hablando de la de su dignidad. 

Ahora bien, de acuerdo a lo dispuesto por la norma antes referida, respecto a 

que la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de 

nuestra sociedad, cabe mencionar que la defensa de la misma, debe ser una 

prioridad para nuestro Estado en todos los ámbitos existentes dentro de él, 

entendiéndose,  en ese sentido, que toda falencia a dicho fin es responsabilidad 

tanto de los agentes públicos como la de los privados que conforman la 

sociedad.    

Dicho esto, se puede afirmar que el respeto a la persona resulta ser un fin que 

debe alcanzar todo Estado; por ello, queda claro que para que aquel se 

desarrolle acorde a su finalidad, la dignidad debe estar revestida de umbral 

mínimo de protección al que tiene derecho toda persona.  

En atención a lo expuesto, al haberse consagrado a la persona humana y el 

respeto de su dignidad como el fin superior de la sociedad, esta resulta ser 

inherente a aquella; por lo que, dicha figura tendría un valor constitucional 

superior y como tal a servido para que el ordenamiento jurídico al momento 

expedir normas tenga en cuenta de que las mismas estén acorde a dicho 

                                                             
16

 Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho: (&) 2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo 
de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. (&) 
17 Artículo 1.La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la 
obligación de respetarla y protegerla. 
18 Articulo 1.- Dignidad de la persona 
La defensa de la persona humana y el respeto  de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 
Estado. 
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precepto constitucional, y que no avale actividades que vayan en contra de la 

mencionada dignidad.  

En consecuencia, el respeto a la dignidad resulta ser una obligación que no sólo 

abarca dicho concepto, sino que también engloba a la misma persona, 

entendiéndose que dicha obligación siempre ha de estar orientada a promover 

el desarrollo de la persona a efectos de que alcance su máximo potencial como 

ser humano a través de su proyecto de vida y metas que se pueda proponer a 

lo largo de su existencia. 

Pues bien, habiendo señalado que el Estado  tiene la obligación de cumplir con 

la finalidad señalada en la Constitución este se encuentra obligado a promover 

políticas que ayuden al desenvolvimiento del ser humano dentro de su 

sociedad. También es preciso mencionar que dentro de dicha política se debe 

establecer un sistema económico que vele por el desarrollo de la persona 

dentro del mercado, lugar donde cada persona consigue satisfacer sus 

necesidades ya sean estas básicas o no. 

Todo lo antes señalado, es en cuanto a la dignidad y la protección que tiene  en 

nuestra Constitución, y habiendo demostrado que la misma también se 

encuentra presente en una relación económica  dentro del mercado, resulta 

pertinente desarrollar brevemente como aquella figura  goza de protección en 

nuestra Constitución. 

Continuando con el sustento de mi postura, considero que ahora corresponde 

hablar de la protección que la referida norma le hace a la persona dentro de 

una relación de consumo.    

En ese sentido, la Constitución Política del Perú, en su artículo 6519 le da una 

connotación constitucional a la protección del consumidor - que resulta ser la 

persona ejerciendo su desarrollo como ser humano dentro del mercado 3 

donde queda claro que toda actividad económica que aquel realice necesita ser 

regulada y vigilada por el Estado.  

Como se puede observar, de acuerdo a la ubicación de la mencionada norma, 

se advierte que esta se encuentra dentro del capítulo del régimen económico 

de la Constitución, y el hecho de que en ella se haya establecido de forma 

expresa la protección al consumidor, se infiere que el Estado le da más 

importancia a la persona que participa dentro de una operación comercial 

realizada en el mercado, por considerar que estese encuentra en una situación 

de desventaja respecto al proveedor.  

Como resulta evidente, si los eventuales consumidores acuden al mercado con 

el objetivo de satisfacer sus necesidades, lo mínimo que está esperando es que 

                                                             
19 Artículo 65°.- El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el 
derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. 
Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población. 
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dentro de la relación de consumo, debe darse con respeto a sus derechos como 

persona, lo que implica un trato digno, entendiéndose con ello un acceso digno 

al mercado.   

Así pues, queda demostrado que no se pude alejar a la persona fuera del 

mercado, toda vez, que en él es donde puede encontrar los servicios y recursos 

necesarios (alimentos, servicios básicos 3 agua y luz, salud, educación, entre 

otros) para poder desarrollar su proyecto de vida. Entonces si las relaciones de 

consumo no se conducen de manera correcta, esto es, con respeto a la 

dignidad de la persona, en ellas se pueden presentar una eventual vulneración 

a los derechos fundamentales del consumidor. 

Entrando al tema de protección al consumidor, se advierte que el máximo 

intérprete de la Constitución, el Tribunal Constitucional, en su sentencia 0008-

2003-AI/TC sostiene que si bien se le reconoce al consumidor el derecho a la 

información, ese no es el único, pues el artículo 65, ya mencionado, contiene 

derechos implícitos lo que hace que dicha norma  contenga numerus apertus  

de derechos. De la misma forma, señala que el Estado es quien debe garantizar 

un adecuado desarrollo de la economía que se presenta en el mercado, y que 

su intervención deberá presentarse cuando no se satisfaga las necesidades de 

los consumidores (calidad, precios, etc.) 

Asimismo, el Tribunal Constitucional en su sentencia  3315-2004-AA/TC, ha 

señalado que el principio pro consumidor es la regla que rige toda relación de 

consumo, en donde se entiende que el Estado actúa a favor de los 

consumidores por considerar que estos están en una desventaja asimétrica 

respecto al proveedor de productos o servicios, la cual aparece en una relación 

de consumo con un.  

De la lectura a dichas sentencias, se concluye que la interpretación del artículo 

65 contenida en la Constitución, se debe dar dando prioridad a la protección al 

consumidor como persona. 

De lo antes expuesto, ha quedado demostrado que el consumidor dentro del 

mercado goza de protección Constitucional, y que para que dicha relación de 

consumo sea aceptada en el mercado, dentro de esta se debe respetar  los 

derechos del consumidor, dentro de los cuales siempre se encuentra presente 

su dignidad. 

Por último, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 3 del Texto 

Único Ordenado del Decreto Legislativo 716, se entiende por consumidor a <Las 

personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como 

destinatarios finales productos o servicios=.  

Ahora bien, estando a que la Sala de Defensa de la Competencia N°2 sostuvo 

que no se afectó la dignidad del señor Barrón, de acuerdo a lo señalado líneas 

arriba, demostraré que se llegó afectar la misma. 
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Comenzaré por señalar, que toda persona tiene dignidad; por lo tanto, al 

encontrarse dentro de una relación de consumo como consumidor y como uno 

de los actores de dicha actividad económica, se entiende que en dicha relación 

se puede afectar la referida dignidad. 

Siendo ello así, una de las formas de vulnerar la dignidad es a través de actos de 

discriminación; por ende, dentro de una operación comercial en donde 

participe un consumidor, muy bien se podría presentar dicha figura. Pues bien, 

aplicando la referida figura a una relación de consumo, tenemos que esta se 

presenta cuando una persona al querer adquirir un producto o servicio 

ofertado en el mercado esto no se le permite por razones injustificadas ligadas 

a su condición social, raza, sexo, orientación sexual, origen, o cualquier otra 

índole20.   

Así pues, resulta evidente que dicha situación no solo afecta la dignidad de la 

persona involucrada, sino que aparte de afectar al equilibrio del mercado, 

también se afectó su derecho a la igualdad, toda vez, que ello impide que exista 

un trato igualitario entre todos los consumidores interesados en los mismos 

bienes o servicios.  

En cuanto al derecho a la igualdad, de acuerdo a lo señalado por el Tribunal 

Constitucional en su sentencia 0261-2003-AA/TC21, este funciona en la medida 

que se encuentra asociado a otro derecho. Entonces, desde su perspectiva de 

derecho fundamental cada individuo puede exigir de manera individual ser 

tratado igualdad ante la ley y no sufrir actos de discriminación. Es decir, al ser 

un derecho subjetivo, este le permite a cada individuo exigir no ser 

discriminado respecto de quienes se encuentran en situaciones similares a la 

suya. Por consiguiente, de acuerdo a lo dispuesto por la Constitución, una de 

las manifestaciones de derecho a la igualdad es no ser discriminado.    

Otra de las figuras que se pueden presentar en la relación de consumo, es el 

trato diferenciado ilícito.  

Este concepto, también se da cuando el proveedor le niega al consumidor 

interesado acceder a un bien o servicio; sin embargo, la diferencia con la 

situación anterior es que lo motiva a tal negativa obedece a un tema subjetivo 

que no afecta la dignidad de la persona.  

                                                             
20

 Constitución Política del Perú (1993) 
Artículo 2: Igualdad ante la ley 
Toda persona tiene derecho: 
(&) 
2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole. 
21 (&) 

 3.1. (&) La igualdad garantiza el ejercicio de un derecho relacional. Es decir, funciona en la medida que  
se encuentra conectado con los restantes derechos, facultades y atribuciones constitucionales y 
legales. Más precisamente, opera para asegurar el goce real, efectivo y pleno del plexo de 
derechos que la Constitución y las leyes reconocen y garantizan.  
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Con ello, se puede afirmar, que el trato diferenciado resulta ser la negativa del 

acceso a bienes o servicios por motivos injustificados guiados por la 

subjetividad del proveedor; por lo que, la infracción no resulta ser tan grave 

como lo es la discriminación, en donde los motivos no solo son injustificados e 

irrazonables sino que ellos atacan a la igualdad y a la  dignidad de la persona, 

hecho que resulta ser una infracción más grave por atacar a más de un derecho 

fundamental, resultando en ese sentido ser socialmente reprochable.    

En virtud a ello, estando a la gravedad de la vulneración, queda claro que la 

sanción a un acto de discriminación debe ser mayor que la que se pueda 

otorgar a uno de trato diferenciado ilícito; razón por la cual, será necesario que 

se aporten mayores medios probatorios que demuestren que existió dicha 

conducta gravosa.  

Además, se deberá tener presente que la figura de discriminación al ser 

sancionada por la propia constitución, en la legislación penal la ha catalogado 

como un delito, y en merito a ello, no solo es pasible de ser sancionada 

administrativamente, sino que el mismo hecho puede ser condenado 

penalmente.   

Como ya se mencionó, los consumidores son aquellos que adquieren, utilizan o 

disfrutan como destinatarios finales productos o servicios; por ello, resulta 

razonable hablar de la idoneidad22 y la calidad de los productos o servicios que 

se le hayan ofrecido.  

Entonces, siendo que la expectativa de todo consumidor es ser tratado 

adecuadamente al momento de querer acceder al producto o servicio, es que 

muchas veces un trato arbitrario rompe dichas expectativas; por lo que, 

muchas veces se suele mencionar que se ha vulnerado el deber de idoneidad; 

sin embargo, de la lectura al artículo 8 del Texto Único Ordenado del Decreto 

Legislativo 716, queda claro que la idoneidad se afecta cuando el consumidor, 

una vez recibido ya sea el producto o servicio, encuentra defectuoso el mismo; 

esto es, cuando el proveedor no cumple con los términos que pactó y ofertó; 

por consiguiente, la afectación a dicho deber dista mucho de ser equiparado a 

un trato discriminatorio; esto es, la idoneidad no es lo mismo que 

discriminación o trato diferenciado ilícito.   

Luego de haber señalado brevemente como es que la dignidad del consumidor 

puede ser afectada dentro de una relación de consumo, y siendo que mi 

postura es que se afectó la dignidad del señor Barrón, a continuación pasó a 

exponer como se afectó la misma, a través de la discriminación.  

                                                             
22 Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 716.  
Artículo 8º.- Los proveedores son responsables, además, por la idoneidad y calidad de los productos y 
servicios; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben los productos; por la veracidad de la 
propaganda comercial de los productos; y por el contenido y la vida útil del producto indicados en el 
envase, en lo que corresponde. 
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Bajo ese entendido, corresponde recurrir al máximo intérprete de la 

Constitución. En ese sentido, tenemos que el Tribunal Constitucional23 en 

reiterada jurisprudencia estableció que:  

(&) 

62.  Estas precisiones deben complementarse con el adecuado discernimiento 

entre dos categorías jurídico-constitucionales, a saber, diferenciación y 

discriminación. En principio, debe precisarse que la diferenciación está 

constitucionalmente admitida, atendiendo a que no todo trato desigual es 

discriminatorio; es decir, se estará frente a diferenciación cuando el trato 

desigual se funde en causas objetivas y razonables. Por el contrario, cuando 

esa desigualdad de trato no sea ni razonable ni proporcional, estaremos 

frente a una discriminación y, por tanto, frente a una desigualdad de trato 

constitucionalmente intolerable.  

De lo glosado precedentemente, queda claro que no se le da una categoría 

intermedia a la figura de la discriminación. De la misma forma, de lo previsto en 

el artículo 7B del Decreto Legislativo 71624 no se desprende que en él se haya 

determinado de manera expresa un rango genérico, con el término de selección 

de clientela sin que medie justificación, y uno agravado de la discriminación. Es 

más, dicha norma establece que cuando el trato diferenciado se base en causas 

objetivas y razonables, dicho trato no constituirá infracción alguna al referido 

decreto legislativo. Entendiéndose en ese sentido, que si el trato en mención es 

uno donde no media justificación objetiva y razonable, este resulta ser una 

discriminación; por ende, si bien cada caso será analizado a la luz de sus propios 

hechos, ello no implica de forma alguna que las figuras allí establecidas se 

entiendan como dos tipos de infracción. 

Ahora bien, de lo sustentado por la Sala, en los puntos 1925, 2626 y 2727 de la 

Resolución 1731-2010/SC2-INDECOPI, se advierte que para apartarse del 

                                                             
23

 Sentencia 0048 3 2004-PI/TC; Sentencia 02835-2010-PA/TC (Fundamento 42). 
24

 Artículo 7B.- Los proveedores no podrán establecer discriminación alguna respecto a los solicitantes 
de los productos y servicios que los primeros ofrecen en locales abiertos al público. Está prohibido 
realizar selección de clientela, excluir a personas o realizar otras prácticas similares, sin que medien 
causas de seguridad del establecimiento o tranquilidad de sus clientes u otras razones objetivas y 
justificadas. La carga de la prueba sobre la existencia de un trato desigual corresponde al consumidor 
afectado o, de ser el caso, a quien lo represente en el proceso o a la administración cuando ésta actúe 
de oficio. Acreditar la existencia de una causa objetiva y justificada le corresponde al proveedor del bien 
o servicio. Si el proveedor demuestra la existencia de una causa objetiva y justificada, le corresponde a 
quien alegue tal hecho, probar que ésta es en realidad un pretexto o una simulación para incurrir en 
prácticas discriminatorias. Para todos estos efectos, será válida la utilización de indicios y otros 
sucedáneos de los medios probatorios. 

 
25 (..) 19. De acuerdo a lo expuesto, en tanto el consumidor acredite un trato desigual y el proveedor no 

pruebe causas objetivas para dicho proceder, corresponderá sancionar a éste último por el tipo básico 

previsto en el artículo 7B de la Ley de Protección al Consumidor. La sanción de la forma agravada 

correspondiente a actos de discriminación requiere de una mayor actuación probatoria acorde con la 

naturaleza de este tipo de prácticas, a través de  diligencias de inspección, sin notificación previa, u 

otros medios aportados por las partes en ese sentido que permitan a la Administración determinar la 
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criterio al que arribó la Comisión, se basó en el hecho que al no haber quedado 

comprobado que hubo una discriminación en contra del señor Barrón en base a 

su origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de 

cualquiera otra índole, es decir, no quedó demostrado que la decisión que 

tomó la denunciada, para no dejar ingresar al denunciante, se debió a que este 

pertenecía a un grupo específico de personas, concluyó que el cuestionado 

proceder de la denunciada no configuró como un acto de discriminación sino 

como una mera infracción.  

Ahora bien, a la luz de los mecanismos desarrollados para determinar cuándo 

nos encontramos frente a un supuesto de trato desigual con base en 

justificaciones objetivas y razonables o si nos encontramos frente a un trato 

injustificado  por ende discriminatorio, resulta conveniente realizar el test de 

razonabilidad establecido por el Tribunal Constitucional28. 

De acuerdo a este test, este se desarrolla mediante tres sub principios, como 

son el de idoneidad, necesidad y de proporcionalidad. El primero de ellos 

consiste en analizar la relación que existe entre el medio adoptado y el fin que 

se persigue con ello, entendiéndose que al no ser el tratamiento diferenciado 

idóneo este no será legítimo. En cuanto al segundo, este alude a que no debe 

existir otro medio alternativo al ya optado, que tenga la misma idoneidad para 

alcanzar el mismo objetivo. Finalmente, el último sub principio  hace referencia 

a la comparación entre el grado de realización del fin constitucional con el de la 

intensidad en la intervención de la igualdad29.    

Dicho ello, es necesario a su vez precisar que de conformidad con lo dispuesto 

por el Tribunal Constitucional, dicho test debe ser aplicado de manera sucesiva, 

                                                                                                                                                                                   
existencia de esta clase de infracciones, pues aún cuando el proveedor no logre acreditar una condición 

objetiva para la limitación o negativa de acceso, dicha situación sólo podría implicar una selección de 

clientela injustificada sin legar a dar cuenta de prácticas discriminatorias, figura agravada de esta 

práctica.   

26 (&) 26. En efecto, en el presente caso la denuncia del señor Barrón fue interpuesta por la negativa de 
ingreso a la discoteca Mama Batata y si bien se empleó términos como política discriminatoria y trato 
discriminatorio, no mencionó siquiera cuál sería el factor de discriminación en los términos del primer 
párrafo del artículo 7b tal como ha sido analizado en los puntos 16 y 17. Debido a ello, si bien en un 
primer momento Mama Batata ofreció medios de prueba para acreditar que no había selección alguna 
por criterios raciales o de condición socio económica, finalmente el procedimiento se centró a valorar el 
presunto estado de ebriedad del señor Barrón, pues ya se ha señalado que este último sólo denunció la 
arbitrariedad en la negativa de acceso a la discoteca sin atribuir un factor de discriminación particular tal 
conducta. 
27 (&)27. Por las consideraciones expuestas precedentes, corresponde confirmar la resolución recurrida 

que declaró fundada la denuncia del señor Barrón contra Mama Batata por infracción al artículo 7b de la 
Ley de Protección al Consumidor, modificando sus fundamentos, en atención a precisar que en el 
presente caso se configuró una exclusión injustificada de clientela prevista en el segundo párrafo de la 
norma, sin llegar al supuesto de discriminación en sentido estricto, figura que importa la forma gravada 
de dicha infracción. Dicha precisión resulta necesaria en el análisis de las medidas correctivas ordenadas 
así como en la graduación de la sanción impuesta, que sigue a continuación. 
28

 Sentencia 0048-2004-PI/TC 
29

 Sentencia 045-2004-PI/TC 
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siendo que de no pasar el primer análisis a la luz del primer sub principio no 

corresponderá el análisis de los demás. 

Siendo ello así, y comenzando por el sub principio de idoneidad, tenemos que 

el medio optado por la denunciada fue retirar a la fuerza (empleando violencia) 

al señor Barrón del frontis de su local, con la finalidad de que este no ingresara 

en el supuesto el estado de ebriedad en que se encontraba y ponga en riesgo a 

las personas que se encontraban dentro del local. Bajo este supuesto, se tiene 

que no existía la finalidad mencionada (ya que el señor Barrón se encontraba a 

fuera del local), toda vez que la denunciada basó está en la protección de las 

personas que ya se encontraban dentro del local, al haber considerado al señor 

Barrón un peligro potencial por estar ebrio, y estando a que dicha condición no 

fue probada, el trato desigual no fue justificado; en consecuencia, dicho trato 

no tuvo una justificación objetiva ni razonable, y por ende se debió entender 

como discriminación. 

En consecuencia, al no pasar el test de idoneidad, no corresponde examinar el 

caso bajo los sub principios de necesidad y proporcionalidad; por consiguiente, 

al no haber superado el test analizado, el trato que sufrió el señor Barrón es 

inconstitucional. 

En ese sentido, se puede concluir que la Sala al haber cambiado su criterio para 

deslindar la figura de la discriminación (respecto a lo resuelto por la Comisión), 

trajo como consecuencia que no se tome en cuenta la vulneración que sufrió la 

dignidad del señor Barrón, que como derecho y formar parte  de la naturaleza 

de la persona humana e inspiración de nuestra Constitución, debió gozar de 

una correcta y adecuada protección. 

Como punto aparte, no puede pasar desapercibido el hecho que dicho cambio 

no solo trajo como consecuencia que la afectación a la dignidad del señor 

Barrón se le considere como una simple infracción, sino que al no haberse 

configurado, a criterio de la Sala, una gravedad en la comisión de la infracción, 

la multa impuesta a la denunciada fue disminuida considerablemente, 

generando a mi criterio, que dicha medida en vez de tener un efecto disuasivo 

resulte ser una desprotección real y adecuada al consumidor.   

En esta fase del análisis tengo que manifestar que concuerdo con los 

fundamentos expuestos por la Comisión de Protección al Consumidor en el 

segundo y tercer párrafo del punto 3.4 de la Resolución 1525-2008/CPC30, de 

                                                             
30 (&)En el presente caso, se ha verificado que Mama Batata ha incurrido en prácticas discriminatorias 

que resultan lesivas contra los intereses de los consumidores, quienes tienen derecho a acceder 

valorativa y equitativamente a los servicios ofrecidos por los promotores de discotecas, salas de baile, 

bares, pub, etc, evitando incurrir en conductas que afectan sus derechos fundamentales. Debe 

considerarse que la sanción a imponer debe tener concordancia con el bien jurídico que se pretende 

proteger. Así la Sala de Defensa de la Competencia del Indecopi, ha considerado que los actos de 

discriminación  vulneran el derecho de los consumidores y en fondo, la dignidad de la persona humana, 

generan un daño muy alto para la sociedad, tanto en términos humanos como económicos, pues 
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ellos se evidencia que la Comisión tomó como base del análisis del caso la 

dignidad de la persona humana, la cual resulta ser la base del derecho a la 

igualdad y a la no discriminación31, motivo suficiente para que la Sala hubiese 

considerado que la infracción cometida configuró un acto de discriminación y 

como tal de gravedad, tanto más, si quedó demostrado que al no pasar el test 

de razonabilidad, el trato empleado careció de una justificación objetiva y 

razonable, tornando dicho trato en uno discriminatorio. 

 

5. Conclusiones:  

" Tal y como se ha podido comprobar el análisis que efectuó la Sala respecto 
a la figura de discriminación no fue a mi criterio la más adecuada, toda vez 
que quedó demostrado que no tomó en cuenta la dignidad del señor 
Barrón que se vio afectada con el mal proceder de la denunciada. 

" Tras el análisis, he podido comprobar que el acto materializado por la 
denunciada sobre el señor Barrón no pasó el test de idoneidad establecido 
por el Tribunal Constitucional, y en consecuencia quedó claro con ello que 
el acto cuestionado fue uno discriminatorio. 

" Ahora que se ha visto todo lo anterior, también se puede inferir que no se 
cumplió a cabalidad la protección del consumidor, toda vez, que de la 
medida adoptada por la Sala no se puede entender a esta como una 
medida disuasiva que traiga como consecuencia  que en el futuro no se 
ejerza en un futuro una conducta igual o similar a la cuestionada.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                                                                                                                                                   
responden a una conducta irracional por parte de quien los realiza y que no encuentra justificación en 

ningún supuesto. Debe tenerse en cuenta que el consumo dentro de la sociedad constituye un factor 

económico de alta relevancia, que al verse perjudicado por actos de discriminación, impide el desarrollo 

de la sociedad además de segmentarla. (&)   

31
 Sentencia 05652-2007-PA/TC. (Fundamento 17) 
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